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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2016. 
  

Comparece ante nos el señor Michael Lawrence Sobel 

(Lawrence) y la señora María Concepción Sánchez (Concepción). 

Nos solicitan la revocación de la sentencia parcial dictada el 28 de 

enero de 2015,1 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan. La referida sentencia declaró con lugar una 

solicitud sentencia sumaria, presentada por la parte apelada: el 

Consejo de Titulares del Condominio San Ildefonso (Consejo de 

Titulares). 

Luego de examinar el recurso de epígrafe, se confirma la 

sentencia parcial apelada. Veamos. 

 

                                                 
1
 Archivada en autos el 2 de febrero de 2015. No obstante, los apelantes 

presentaron una moción de reconsideración a Sentencia y para Determinaciones 
de Hechos Adicionales, y el 8 de abril de 2015 fue declarada no ha lugar. Dicha 

Resolución fue notificada el 10 de abril de 2015. 
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-I- 

Resumimos brevemente el trayecto procesal que origina la 

presentación del recurso de apelación. 

El 16 de diciembre de 2013 la parte apelante presentó ante 

el foro a quo una Solicitud de Sentencia Sumaria. En la misma, 

sostuvo que existe una terraza exterior contigua al apartamento A-

3 del Condominio San Ildefonso, propiedad de los apelantes, que 

no tiene ningún tipo de acceso por otras vías que no sea a través 

del mismo, respecto del cual la escritura matriz guarda silencio 

y omite definirla, ya sea como elemento privado o común del 

condominio. Además, los apelantes adujeron que la mencionada 

área es de uso privado de éstos, por la que incluso pagaron al 

momento de adquirir el apartamento de parte del desarrollador y la 

cual solo ellos han utilizado y mantenido. Así pues, la parte 

apelante solicitó que se dictara sentencia desestimando la 

demanda y ordenándole a la parte apelada a tomar todas aquellas 

medidas inherentes al reconocimiento de la terraza del 

apartamento A-3 como un área privativa del mismo, como lo sería 

el cómputo de las cuotas de mantenimiento del condominio para 

atemperarlas a la realidad y el otorgamiento de todos aquellos 

instrumentos públicos que fueran necesarios. 

Por su parte, el apelado también presentó una solicitud de 

sentencia sumaria el mismo día, en la cual alegó que la terraza del 

apartamento A-3, reclamada por la parte apelante, no aparece 

clasificada en los documentos constitutivos del régimen de 

propiedad horizontal como área privada de dicho 

apartamento. Asimismo, indicó que dicha parte debió conocer ese 

hecho y que, además, la parte apelante pretende equiparar dicha 

área a una común limitada, cuando realmente no lo es. Así pues, 

solicitó que se dictara sentencia sumaria ordenándole a la parte 

apelante a restituir el techo que colinda por el oeste con su 
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apartamento a su estado original, removiendo las losas que 

pusieron sobre el mismo y revistiendo a su costo dicha área con el 

material impermeabilizante que la misma exige.  

El 14 de junio de 2014 la parte apelante presentó su 

oposición a la solicitud de sentencia sumaria. En síntesis, 

argumentó: (1) que la petición de la parte apelada no procede toda 

vez que la terraza del apartamento A-3 no tiene una designación de 

elemento común general en la escritura matriz como requiere la ley 

de Condominios; (2) la propia escritura matriz dispone cómo es que 

habrá de determinarse si un área no identificada como elemento 

común, pertenece o no a esa categoría; y (3) existe controversia real 

en cuanto a si los apelantes conocían el hecho de que la terraza de 

su apartamento no aparecía descrita en su escritura de 

compraventa. 

Finalmente, la parte apelada presentó su oposición a 

solicitud de sentencia sumaria, presentada por la parte apelante, en 

la cual, esencialmente, reafirmó los argumentos expuestos en su 

solicitud de sentencia sumaria. 

En atención a los escritos antes mencionados y luego de 

celebrar una conferencia con antelación a juicio en que ambas 

partes estipularon hechos esenciales, el 28 de enero de 2015 el 

foro de instancia emitió una sentencia parcial con los siguientes 

hechos incontrovertidos: 

1. El condominio San Ildefonso Apartments consta de 39 
apartamientos, según surge del Acta Aclaratoria, Escritura 
58 del 17 de mayo de 2004 otorgada ante la Notaria Gildren 
S. Caro Pérez. 
 

2. Los 39 apartamientos del Condominio San Ildefonso se 
distribuyen en cinco edificios designados A, B, C, D y E en el 
Viejo San Juan y cada apartamiento se identifica con la letra 
del edificio al que pertenece. 
 

3. De los cinco edificios que integran el Condominio San 
Ildefonso Apartments solamente los edificios A, B y C 
colindan por el Oeste con la Calle San Justo. 
 

4. La descripción del Apartamiento A-3 que aparece en las 
Escrituras 58 del 17 de mayo de 2004 y la 236 del 5 de 
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agosto de 2004, todas otorgadas ante la Notaria Gildren S. 
Caro Pérez, es la misma que aparece en el Registro de la 
Propiedad de San Juan. La descripción antes indicada es la 
siguiente: 
 
URBANA: Propiedad Horizontal: Apartamiento 

residencial identificado con la letra “A” guión número 

tres (A-3) de forma irregular localizado en el segundo 

(2do) nivel del edificio A del condominio San 

Ildefonso Apartments, situado en la Calle San 

Sebastián esquina San Justo, Viejo San Juan, en la 

ciudad de San Juan, Puerto Rico. Tiene una cabida 

aproximada de seiscientos cuatro punto siete pies 

cuadrados (604.77 p.c.) equivalentes a cincuenta y 

seis punto uno ocho metros cuadrados (56.18 m.c.). 

Colinda por el NORTE, en una distancia aproximada 

de diecisiete pies tres pulgadas (17’-3”) con el 

apartamiento identificado con la letra “B” guión 

número tres (B-3) y con el apartamiento identificado 

con la letra “B” guión número cuatro (B-4); por el SUR, 

en una distancia aproximada de diecisiete pies tres 

pulgadas (17’-3”) con el edificio localizado en el 

número cincuenta y cinco (55) de la Calle San Justo; 

por el ESTE, en una distancia aproximada de treinta y 

cinco pies cuatro pulgadas (35’-4”) con pasillo, 

escalera y cuarto de almacén; y por el OESTE, en una 

distancia aproximada de treinta y cuatro pies tres 

pulgadas (34’-3”) con espacio exterior. (Énfasis en el 

original.)------------------------------------------ 

---La puerta de entrada de este apartamiento está 

situada en su colindancia Este, a través de la cual se 

llega a los elementos comunes generales, por los 

cuales se obtiene acceso a la vía pública.--------------------

------------------------- 

---Consta de sala-comedor, cocina, una (1) habitación 

y un (1) baño.----------------------------- 

---Tiene una participación de cero punto cero uno ocho 

cuatro dos ocho cuatro por ciento (0.0184284) en los 

elementos comunes generales del condominio.-------------

--------------------------- 

 

5. La colindancia SUR del Apartamiento B-3, con el que colinda 
el A-3 por el Norte, es el mismo espacio exterior a que se 
refiere la colindancia OESTE del Apartamiento A-3. La 
descripción del Apartamiento B-3 es la siguiente: 
------------------------------B-3------------------------------- 

---URBANA: Propiedad Horizontal: Apartamiento 
residencial identificado con la letra “B” guión número 
tres (B-3) de forma irregular localizado en el segundo 
(2do) nivel del edificio B del condominio San 

Ildefonso Apartments, situado en la Calle San 
Sebastián esquina San Justo, Viejo San Juan, en la 
ciudad de San Juan, Puerto Rico. Tiene una cabida 
aproximada de ochocientos treinta y seis punto cuatro 
ocho pies cuadrados (836.48 p.c.) equivalentes a 
setenta y siete punto siete uno metros cuadrados 
(77.71 m.c.). Colinda por el NORTE, en una distancia 
aproximada de veinticuatro pies (24’-0”) con pasillo; 
por el SUR, en una distancia aproximada de veintitrés 
pies (23’-0”) con espacio exterior; por el ESTE, en una 
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distancia aproximada de treinta y tres pies siete 
pulgadas (33’-7”) con el apartamiento identificado con 
la letra “B” guión número cuatro (B-4); y por el OESTE, 
en una distancia aproximada de treinta y seis pies 
seis pulgadas (36’-6”) con la Calle San Justo. (Énfasis 
en el original.)-------------------------------- 

 
6. Debajo del área del techo adyacente al Apartamiento A-3 

ubica una porción de la Oficina de [A]dministración del 
[C]ondominio, una porción del pasillo de entrada al edificio y 
una porción del apartamiento A-1. 
 

7. Los codemandados, propietarios del A-3, han pagado las 

cuotas de mantenimiento a base del 0.0184284%, por 

ciento de participación que aparece tanto en la 
Escritura 58 del 17 de mayo de 2004 como en la 

Escritura de [C]ompraventa núm. 236 del 5 de agosto 
de 2004, ambas ante la Notaria Gildren S. Caro.  
 

8. El área superficial del apartamiento A-3 de 604.77 pies 
cuadrados, equivalentes a 56.18 metros cuadrados, que 
aparece en las Escrituras 58 del 17 de mayo de 2004 y en la 
236 del 5 de agosto de 2004 ante la Notaria Gildren S. Caro, 
no incluye el área del espacio exterior al Oeste del A-3 

que los codemandados han cubierto con losetas. 
 

9. Al momento de los demandados adquirir el Apartamiento A-3 
el acceso a la parte del techo que colinda por el Oeste con 
dicho apartamiento estaba impedido por balaustres 

ubicados en los tres posibles accesos a dicha parte del 
techo. 
 

10. Los demandados no solicitaron permiso del Consejo de 

Titulares del Condominio para colocar las losetas 

sobre el área exterior contigua a su apartamiento. 

A base de las determinaciones de hechos que anteceden, el 

foro sentenciador declaró con lugar la demanda, disponiendo que: 

1. El área descrita como “espacio exterior” o “Roof Below” en la 
colindancia Oeste del Apartamiento A-3 del Condominio San 
Ildefonso Apartments es una azotea comunal. 
 

2. Los codemandados no requirieron ni obtuvieron permiso del 
Consejo de Titulares mediante consentimiento unánime de todos 
sus integrantes para privatizar tal azotea. 
 

3. Tampoco obtuvieron permiso para alterar la superficie de la 
azotea removiendo el revestimiento que tenía originalmente y 
sustituyéndolo por losetas. 
 

4. Tampoco requirieron ni obtuvieron permiso del Consejo de 
Titulares mediante consentimiento unánime de todos sus 
integrantes para alterar la fachada del condominio 
transformando las ventanas que daban a dicha azotea al 
eliminar los balaustres que existían al momento de adquirir el 
Apartamiento A-3. 
 

5. Los codemandados deberán restituir a su estado original y a su 
costo las ventanas de su apartamiento que colindan con el área 
invadida por ellos. 
 

6. Los codemandados responderán solidariamente al Consejo de 
Titulares por todos los gastos relacionados con la restitución de 
la azotea objeto de este litigio a su estado original, incluidos los 
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honorarios del contratista que seleccione su Junta de Directores 
para llevar a cabo dicha restitución. 
 

7. Los codemandados responderán solidariamente por los daños 
que la remoción del revestimiento original del techo hubiera 
causado. 
 

8. Los codemandados son poseedores de mala fe y deberán 
responder solidariamente al Consejo de Titulares por los frutos 
percibidos y los que dicho Consejo de Titulares legítimamente 
hubiera podido percibir, conforme al Artículo 384 del Código 
Civil. 

Finalmente, el Tribunal de Instancia determinó que los 

apelantes habían sido temerarios al negarse a restituirle al 

condominio un área que tenían que conocer que no les pertenecía 

y cuya clasificación como área comunal estaba clara en el derecho 

vigente. Por lo tanto, dispuso que respondieran solidariamente al 

condominio, no solo por los costos y gastos del pleito, sino, 

además, por una suma razonable por concepto de los honorarios 

de abogado en los que tuvo que incurrir para lograr la restitución 

del área a su carácter comunal.  

Inconformes, los apelantes presentaron una Moción de 

Reconsideración y para determinaciones de hechos adicionales, 

pero les fue denegada; razón por la cual, acuden ante este foro 

apelativo y nos señalan que: 

Primer Error:  Erró el TPI al determinar que el área en 
controversia, catalogada como “espacio exterior” en la 
escritura de compraventa del demandado-apelante y como 
“roof below” en la escritura matriz del condominio, es un 
elemento común, toda vez que la ley de condominios no 
define o incluye designaciones tales, como válidas para 
designar un elemento de uso común y, específicamente, la 
escritura del Condominio San Ildefonso utiliza dicho término 
indistintamente para describir espacios comunes y 
privativos. 
 
Segundo Error: Erró el TPI al no aplicar el mecanismo que 
dispone la escritura matriz del Condominio San Ildefonso 
para determinar cuándo un elemento es catalogado como 
común. 
 
Tercer Error: Erró el TPI al hacer determinaciones sobre mala 
fe y temeridad que no fueron oportunamente alegadas por 
los demandantes-apelados en su demanda. 
 
Cuarto Error: Erró el TPI al denegar la solicitud de 
determinaciones de hechos adicionales que claramente 
quedaron establecidas por la prueba y surgen de los 
documentos estipulados. 
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-II- 

Resumido el tracto procesal, examinemos el derecho 

aplicable a la controversia que hoy atendemos. 

A. Mecanismo de sentencia sumaria: Regla 36 de 

Procedimiento Civil. 

En primer lugar, es fundamental recordar cuándo y cómo 

debe ser utilizado el mecanismo de sentencia sumaria.  A esos 

fines, la Regla 36.3 inciso (e) de Procedimiento Civil,2 autoriza al 

tribunal de instancia a dictar inmediatamente una sentencia 

sumariamente. Ello queda condicionado a si de la prueba que 

acompaña la moción de sentencia sumaria se desprende que no 

hay controversia real sustancial en cuanto a algún hecho 

esencial y pertinente y que como cuestión de derecho el 

tribunal debe dictarla. 

Nuestro ordenamiento procesal civil requiere además, que 

quien se opone a una solicitud de sentencia sumaria, tiene el 

deber de rebatirlo de manera adecuada. Ello significa que 

pueda poner al tribunal de instancia en posición de denegarla.  

Con ese fin, la Regla 36.3 inciso (c) supra, dispone expresamente lo 

siguiente: 

(c) Cuando se presente una moción de sentencia 
sumaria y se sostenga en la forma provista en esta 
Regla 36, la parte contraria no podrá descansar 

solamente en las aseveraciones o negaciones 
contenidas en sus alegaciones, sino que estará 
obligada a contestar en forma tan detallada y 

específica, como lo haya hecho la parte 
promovente. De no hacerlo así, se dictará la 

sentencia sumaria en su contra si procede.3  

(Énfasis nuestro.) 
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha sido muy claro al 

explicar la forma y manera en que debe utilizarse el mecanismo de 

sentencia sumaria. Específicamente, define qué constituye un 

                                                 
2 Regla 36.3 inciso (e) de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3 inciso 

(e). 
3 Regla 36.3 inciso (c) de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3 inciso 

(c). 
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hecho material y qué efecto tiene sobre el resultado del caso, lo cual 

nos ofrece una guía al evaluar si el juzgador de los hechos realizó 

una evaluación correcta de la situación de hechos ante su 

consideración, antes de dictar sentencia sumariamente. Sobre este 

particular, nuestro Alto Foro señaló lo siguiente: 

Un hecho material es aquel que puede afectar el 
resultado de la reclamación de acuerdo con el 

derecho sustantivo aplicable. La Regla 36.1 de 
Procedimiento Civil de 2009 (sentencia sumaria) se 
refiere a estos hechos como esenciales y 
pertinentes.4 

También añade: 

Además, la controversia sobre el hecho material 

tiene que ser real. Esto es, que una controversia no 
es siempre real o sustancial o genuina. La 
controversia debe ser de una calidad suficiente como 
para que sea necesario que un juez la dirima a través 
de un juicio plenario. La fórmula, debe ser, por lo 

tanto, que la moción de sentencia sumaria 
adecuadamente presentada sólo puede negarse 
si la parte que se opone a ella presenta una 

oposición basada en hechos que puedan mover a 
un juez a resolver a su favor.5 
 

Y finalmente dispone que: 

Si el juez se convence de que no existe una 
posibilidad razonable de que escuchar lo que lee no 
podrá conducirlo a una decisión a favor de esa parte, 
debe dictar sentencia sumaria.6 

 

B. La Ley de Condominios y los elementos comunes 

limitados. 

En nuestra jurisdicción el régimen de Propiedad Horizontal 

está reglamentado por la Ley Núm. 104 del 25 de junio de 1958, 

según enmendada por la Ley Núm. 103-2003, según enmendada, 

conocida como la Ley de Condominios (en adelante Ley de 

Condominios).7 El propósito primordial de dicha legislación es 

viabilizar la propiedad individualizada de un apartamento, o 

unidad, y el pleno ejercicio de las prerrogativas propietarias de 

parte de su titular. La funcionalidad de la propiedad 

                                                 
4 Ramos Pérez v. Univisión, 178 D.P.R. 200, 213-214 (2010).  Énfasis nuestro. 
5 Id. 
6 Id. 
7 31 L.P.R.A. sec. 1291 et seq. 
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individualizada del apartamento está enmarcada por un estado 

forzoso de indivisión de aquellos elementos comunes del 

inmueble.8 La consecución de dicho fin requiere una 

administración adecuada de las áreas y haberes comunes que 

forman parte del régimen, cuya existencia es necesaria para el 

disfrute del apartamento como unidad básica.9   

En ese sentido, la Ley de Condominios establece que una 

estructura solo puede ser sometida al régimen horizontal mediante 

escritura pública, que deberá ser inscrita en el Registro de la 

Propiedad.10 La escritura matriz, entre otras cosas, expresará clara 

y precisamente el uso a que será destinada toda área comprendida 

en el inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal y una 

vez establecido dicho uso, solo podrá ser variado mediante el 

consentimiento unánime de los titulares. De este modo, los 

términos consignados en la escritura matriz gobiernan al régimen 

siempre que sus disposiciones no sean contrarias a la ley, la moral o 

el orden público.11   

Por ello, se ha establecido que en casos relacionados a 

propiedad horizontal, la escritura matriz constituye la fuente 

vinculante más importante para los condóminos luego de la ley.12 

Incluso, el Tribunal Supremo ha señalado que la escritura matriz 

es un documento privado de relevancia tal, que una vez inscrita en 

el Registro de la Propiedad, gobierna a los condóminos y obliga a 

terceros.13 Por tanto, en caso de que surja un conflicto relacionado 

con los pormenores de la administración y el manejo de los 

asuntos de la propiedad sometida al régimen se debe acudir a 

                                                 
8 31 L.P.R.A. sec. 1291k. 
9 31 L.P.R.A. sec. 1291; Asoc. Cond. Balcones S.Ma. v. Los Frailes, 154 D.P.R. 

800 (2001).   
10 Consejo Tit. Cond. Mckinley Court v. Rullán, 126 D.P.R. 387 (1990); García 
Larrinua v. Lichtig, 118 D.P.R. 120 (1986).       
11 Consejo Tit. Cond. Mckinley Court v. Rullán, supra; Arce v. Caribbean Home 
Const. Corp., 108 D.P.R. 225 (1978). 
12 Trigo Margarida v. Junta Directores, 187 D.P.R. 384, 395 (2012). 
13 Trigo Margarida v. Junta Directores, supra, pág. 396; Bravman, González v. 
Consejo Titulares, 183 D.P.R. 827 (2011). 



 
 

 
KLAN201500689 

 

 

10 

dicha escritura.14 Es en este documento donde se precisa el uso 

para el cual se destina cada área que forma parte del inmueble 

sujeto al régimen de propiedad horizontal, y una vez fijado dicho 

destino y uso solo podrá ser variado mediante el consentimiento 

unánime de los titulares.15 

Por otro lado, en el régimen de propiedad horizontal el bien 

común sirve para el disfrute adecuado de lo privado.16 A tales 

efectos, la Ley de Condominios denomina qué áreas de un 

inmueble sujeto al régimen de propiedad horizontal serán 

considerados elementos comunes generales.17 Estos se clasifican en 

elementos comunes generales necesarios o voluntarios.18   

Sobre los elementos comunes necesarios, el Tribunal 

Supremo ha indicado que sin estos elementos resultaría inasequible 

el adecuado disfrute de los apartamentos.19  

Por otro lado, los elementos comunes voluntarios no son 

imprescindibles para el adecuado disfrute de la propiedad 

individual y, por tanto, pueden ser atribuidos a uno o varios 

titulares en específico.20 Sin embargo, es necesario que esa 

adjudicación se efectúe en la escritura matriz del condominio, o en 

aquellas instancias en que la transferencia o conversión se realice 

luego de la constitución del régimen, debe mediar el consentimiento 

unánime de todos los titulares.21  

A su vez, la ley provee que se considerarán elementos 

comunes limitados, con el acuerdo expreso de la totalidad de los 

titulares, aquellos que se destinen al servicio de cierto número de 

apartamientos con exclusión de los demás, tales como pasillos, 

                                                 
14 Id.; Bravman, González v. Consejo Titulares, supra. 
15 Art. 2 de la Ley de Condominios, 31 L.P.R.A. sec. 1291; Trigo Margarida v. 
Junta Directores, supra. 
16 Trigo Margarida v. Junta Directores, supra, citando a Consejo Titulares v. 
Ramos Vázquez, 186 D.P.R. 311, 333 (2012). 
17 Art. 11 de la Ley de Condominios, 31 L.P.R.A. 1291i. 
18 Consejo Titulares v. Ramos Vázquez, supra, pág. 335. 
19 Id., citando a Cestero Aguilar v. Jta. Dir. Condominio, 184 D.P.R. 1,12 (2011).   
20 Id. 
21 Art. 11, Ley de Condominios, supra.   
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escaleras y ascensores especiales, servicios sanitarios comunes a 

los apartamientos de un mismo piso y otros 

análogos.22 Recientemente, el Tribunal Supremo aclaró este 

aspecto y resolvió que aunque la escritura matriz de un condominio 

se denomine un área como elemento común limitado, si responde al 

servicio de un solo apartamento realmente es un área 

privativa.23 Sobre este particular, el profesor Michel Godreau 

explica en su obra, lo siguiente:   

“Elemento común limitado” […] Es aquel que se destina para el 
uso exclusivo de un número limitado de apartamientos. Así, 
por ejemplo, el pasillo de un piso puede designarse como 
elemento común limitado al uso de los apartamientos de ese 
piso; la azotea puede ser para el uso de los apartamientos del 
último piso, o un patio podrían compartirlo dos o tres 
apartamientos terreros.  Lo que sí queda aclarado es que tiene 
que tratarse de un área compartida entre más de un 
apartamiento.  Con ello debe aclararse la confusión que se 
refleja en muchas escrituras en las que, por ejemplo, el 
espacio de estacionamiento que se le adscribe a un 
apartamento o el área del patio trasero para el uso exclusivo 
de tal o cual apartamento o la azotea reservada para el "pent-
house", se catalogan erróneamente como elementos comunes 
limitados para el disfrute exclusivo de un apartamiento.  Si un 
área es para el disfrute exclusivo de un apartamiento, no 
puede ser común, sino privativa y el área superficial que le 
corresponda al mal llamado "elemento común" debe 
computarse como parte integrante del apartamiento.  La nueva 
Ley aclara, además, que el mantenimiento de los elementos 
comunes limitados le corresponde únicamente a los 
apartamientos que disfrutan de ellos.24  

  

El ordenamiento jurídico regulado por la Ley de Condominios 

provee varias alternativas para constituir la existencia de un 

elemento común limitado. Así pues, para tener eficacia jurídica, el 

elemento común limitado se consigna expresamente en la escritura 

matriz, se incorpora en el Reglamento del Condominio o, en la 

alternativa, se reconoce posteriormente mediante acuerdo válido 

del Consejo de Titulares.25 De consignarse en la escritura matriz, el 

elemento común limitado se convierte en un estatuto privado, al 

cual como a una especie de contrato de adhesión, “quedan 

                                                 
22 Art. 12 de la Ley de Condominios, 31 L.P.R.A. sec. 1291j. 
23 Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 185 D.P.R. 206, 223 (2012). 
24

 Id., pág. 223, citando con aprobación al prof. Godreau, La Nueva Ley de Condominios, 2da. Ed., 

Editorial Dictum, 2003, en la pág. 57. (Énfasis nuestro.) 
25

 Art. 12 de la Ley de Condominios, 31 L.P.R.A. sec. 1291j. 
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vinculados” todos los titulares cuando compran sus 

apartamentos.26 Finalmente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

expresó en relación a los elementos comunes limitados lo 

siguiente: 

Este análisis demuestra que aunque en la escritura matriz 
de un condominio se denomine un área como elemento 
común limitado, si responde al servicio de un solo 
apartamento realmente es un área privativa. En 
concordancia, lo que exponemos no es otra cosa que lo que 
en múltiples ocasiones hemos indicado: “el nombre no hace 
la cosa”.27 

 

-III- 

Analicemos los hechos de este caso a la luz del derecho 

discutido previamente. Cuatro hechos esenciales nos conducen a 

concluir que los apelantes no tienen razón.  

En primer lugar, la porción designada como “roof below” o 

espacio exterior reclamada por los apelantes no constan su 

carácter privativo en ningún documento público válido o escritura 

matriz. De conformidad con nuestra ley de propiedad horizontal, 

los apelantes debieron dirigirse a los apelados para que 

posteriormente se les reconociera esa porción como privativa, 

mediante un acuerdo válido con el Consejo de Titulares. No lo 

hicieron. Optaron por alterar la construcción existente y luego 

pretender que la parte apelada les validara esa actuación.  

En segundo orden, la cuota de mantenimiento pagada por la 

parte apelante no incluía dicha porción en controversia. Ese dato 

era conocido por los apelantes y constaba en su escritura de 

compraventa. Noten que en la solicitud de sentencia sumaria 

solicitan el ajuste de la cuota de mantenimiento. 

En tercer lugar, tampoco cabe hablar de buena fe de parte 

de los apelantes, ya que al momento de ocupar el apartamento 

existían unos balaustres que les impedían el acceso a esa porción. 

                                                 
26 Brown III v. J. D. Cond. Playa Grande, 154 D.P.R. 225 (2001); Arce v. 
Caribbean Home Const. Corp., supra.   
27 Batista, Nobbe v. Jta. Directores, supra, pág. 223; citando a Borschow Hosp. v. 
Jta. de Planificación, 177 D.P.R. 545, 567 (2009). (Énfasis nuestro.) 
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Resulta claro que dichos balaustres constituían parte de la 

fachada del edificio y fueron removidos por los apelantes; así, 

también alteraron el revestimiento original del “roof below” por un 

piso por losas, sin contar con ninguna clase de consulta o 

autorización de los apelados. Cabe señalar que esa porción 

constituye el techo de la oficina administrativa de los apelados, y 

dicha alteración provocó problema de filtración.  

Por último y en cuarto lugar, los apelantes estipulan que la 

idea de que la porción del “roof below” o espacio exterior era parte 

integrar de su apartamento A-3 se origina de una promesa que le 

hizo el desarrollador. Dicha idea la sustentan con un informe de 

tasación previo a la compraventa del apartamento. De hecho, ese 

informe no se leyó ni formó parte del acto de otorgación de la 

escritura de compraventa ni de la escritura matriz. Más aún, los 

apelantes son profesionales retirados que compraron dicho 

inmueble como una inversión para obtener ingresos por alquiler en 

periodos cortos. A tono con lo prescrito en nuestro ordenamiento 

legal que rige la ley de propiedad horizontal, toda promesa o 

acuerdo, surte efecto entre las partes cuando constan 

expresamente, tanto en la escritura matriz como en la escritura 

pública de compraventa. 

A tono con lo antes dicho, no existen hechos esenciales en 

controversia que impidieran que el TPI emitiera la sentencia parcial 

recurrida. 

-IV- 

Por los fundamentos expresados, se confirma la sentencia 

parcial apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

      Lcda. Dimarie Alicea Lozada  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


